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Democracia es ya una palabra de uso corriente en las sociedades 
modernas. Ha pasado a ser parte de la realidad cotidiana de las perso­
nas. Más allá de los muchos significados que pueda teoer, lo cier­
to es que se asocia a una cantidad considerable de prácticas en el 
orden de lo social. Una de ellas, la que se ha vuelto más común, aun­
que no necesariamente la más importante, es la relacionada con la 
elección de los representantes de los ciudadanos en los puestos del 
gobierno; es decir, el "imperativo" de que sea el ciudadano quien elija 
a sus gobernantes. En nuestras sociedades modernas, dada la incor­
poración y aceptación de esta forma de gobierno, por encima de otras, 
como "la mejor de las posibles", los procesos electorales son una 
forma ''por excelencia" de lograr legitimidad dentro de esta forma 
de gobierno. Como bien señala Norberto Bobbio, 1 la práctica demo-

• Pasante de Sociologfa 
1 Norberto Bobbto. El fu/uro de lo democracia. Barcelona. Plaza & Janés. (Obras maes­

tras del pensamtento contemporáneo). 1985. p. 221 
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crát1ca, el eJerciCIO del ciudadano, en más de una ocasión se asocia 
exclusivamente al efimero evento de acudir a una urna electoral, de­
positar su voto y esperar que su "candidato" salga ganador. De no 
ser así. el ciudadano tendría que aceptar la derrota porque, dentro 
de un "eJerCICIO democrático" las "mayorías" dec1d1eron que gana­
ra algún otro, y las "reglas" del juego democrático as! lo indican. 

Como cualquier régimen politico, la democracia necesita crear un 
mundo instituciOnal de manera que legitime, dé cuenta y explique el 
origen y necesidad de tales instituciones. La manera más importan­
te y significativa de lograrlo es a través del lenguaje, de manera tal 
que las instituciones aparecen ante el individuo como una realidad 
objetiva, o sea, independiente de él. Es as! que la democracia, en tanto 
umverso s1mbólico, requiere de procesos de legitimación. 2 

La legitimación s1rve para "integrar"; es dec1r, otorga sent1do a las 
personas que participan en la sociedad tanto subjetivamente (en sus 
actos) como en relación con otros roles (el juez electoral, el presi­
dente del partido, etc.). En otras palabras, la legitimación le da sen­
tido a la autoridad de éstos. 

"La legitimación no sólo indica al individuo por qué debe reah­
zar una acc1ón y no otra; también le indica por qué las cosas son lo 
que son. En otras palabras, el "conocimiento" precede a los ''valo­
res" en la legitimaciÓn de las instituciones".3 

Así las cosas, para el caso de los procesos electorales en México, 
la práctica del voto ciudadano ha sido introducida de manera cada 
vez más frecuente en los procesos de selección internos de los parti­
dos políticos; algunos "abiertos" al electorado en general, el caso del 
PRI; otros sólo a los m!litantes, el caso del PRD. Prácticas que en 
otros tiempos eran decididas desde la "cúpula del poder", asociadas 
con apelativos como el "destape", el "dedazo", etc., son ahora, apa­
rentemente, "destapadas" para la participación del electorado. Des­
de una vis1ón un poco "chata" de la democracia como el acto de votar, 

1 Este término lo retomamos en el sentido que le dan P Berger y T Luckmann. La cons­
trucción socral de la realidad, Argentina, Amorrortu, 2001, pp 120 y ss. "La función de la 
legitimación consiste en lograr que las objetivaciones de 'primer orden' ya mstituc1onahzndas 
lleguen a ser obJetivamente dtspombles y subjettvarnente plausibles." 

1 /bid .. p 122 
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se puede dar la Impresión de que entre más posibilidades de votar ten­
ga el ciudadano, en el sentido de que, según esta visión, es así corno ex­
presaría su opinión, más democracia se alcanza; y entre más se abran 
los procesos internos de un partido a la participaciÓn de un ciudadano, 
más dernocránco será el primero. En la actualidad este procedimiento 
se ha vuelto parte importante en términos de leg¡tirnar no sólo al candi­
dato que resulte ganador, smo al proceso ITI1smo.4 

En el presente ensayo analizaremos la candidatura de López Obra­
dor como Jefe de Gobierno del D.F., desde las formas en que se cons­
truyó legitimidad5 en torno a la misma distinguiendo dos momen­
tos distintos: en el primero es impugnado al interior de su propio 
partido. En este caso. el problema fue resuelto al interior del mis­
mo. es decir. el caso no fue llevado a instancias gubernamentales. 
Un segundo momento es cuando algunos miembros de otros partidos 
1mpugnan su candidatura y el caso es llevado al Tribunal Electoral. 

Veremos que, a pesar de que en ambos momelllos se utiliza el 
mismo argumento jurídico para la impugnación, en cada caso 
el asunto se resuelve de una manera distinta, desde luego, con con­
secuencias distintas. El derecho, en tanto discurso social e históri­
camente determinado, no está exento de la interpretación. De esta 
fonna, el fallo de los jueces involucrados en cualquier toma de de­
cisión no puede estar separado del contexto social en el que se toma 
tal determinación. • 

Por esta razón, al analizar cualquier decisión judicial desde el 
punto de vista sociológico, la "recreación" o, mejor dicho, recons-

4 Como ejemplo baste menctonar la apertura en este sentido del "'nuevo" PRI en la elec~ 
ctón de su candtdato a la prestdencta -hecho por lo demás médtto-, de su candtdato al GDF. 
e mcluso mas rectentemente. de candidato a la dingencia naciOnal del parttdo. 

~ Es tmportante dtstmgUJr entre legnnnactón. ya explicado, y legttlmtdad, aunque están 
mttmamente hgados Por legltimtdad entendemos el proceso medtante el cual se busca el 
consenso y la aprobactón de un detennmado púbhco, en este caso el electorado, apelando a 
ctertrn. valores aceptados por los mtsmos 

"A ('uéllar, La;usttcla sometida. Análisis sociOlógico de una sentencta. Méx1co, FCPyS 
y Mtguel Angel Porrua, 2001, p. 10," .. desde el punto de vtsta soctológtco, la mterpretactón 
del derecho estil stempre atrave!oada por contextos soctales y poltttcos que acotan la functón 
JUdtcial y tnmbtén, por un contexto de stgmficndo, que le da sentido a la acctón JUdictal vista 
claro esta, como una acctón soctal Es dectr, se asume una postura de Jo que en derecho se ha 
llamado antiformahsta y que reconoce que el derecho al ser tnterpretado, deJa espacto a de~ 
ctsiones y valomctones de Jos jueces y magtstrados ... 
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trucción del contexto social en el que ésta se da es fundamental para 
la comprensión del fenómeno. Así, veremos cómo cambia el discur­
so7 de los implicados en los dos momentos a analizar. 

Dentro de nuestro análisis debemos distinguir entre el discurso 
político y el discurso jurídico. Así, por discurso político entendemos 
"el discurso producido dentro de la 'escena política', es decir, den­
tro de los aparatos donde se desarrolla explícitamente el juego del 
poder ... el discurso político es el discurso ... que en el Estado capita­
lista se identifica con el aparato parlamentario en el sentido amplio. "8 

Asimismo, Giménez distingue algunas características del discur­
so político: 

FWición argumentativa. "El discurso de la política es ante todo 
WI discurso argumentado que se presenta como Wl tejido de te­
sis, argumentos y pruebas destinados a esquematizar y a 'teatra­
lizar' de WI modo determinado el ser y el deber ser políticos ante 
Wl 'público' determinado y en vista de una intervención sobre este 
público".9 

Es WI discurso estratégico que trata de enmascarar contradiccio­
nes objetivas. 
Manifiesta propiedades preformativas, es decir, hay Wta materia­
lidad del discurso en el sent1do de que produce acciones de indi­
viduos por y en relación a él. 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, en el discurso de la 
polít1ca todo es extra-texto, es decir, se inscribe en las distintas co­
ymtturas, relación de fuerzas y aparatos ideológicos y pollticos. 

7 Por d1scurso entendemos '"una práctiCa social insliluctonallzada que remite no sólo a 
satuac10nes y roles lntersubjetivos en el acto de comunicación, smo también y sobre todo a 
lugares objettvos en la trama de las relaciones sociales. En esta última perspecttva., se entten~ 
de por d1scurso toda práctica enunciattva considerada en func1ón de sus condiciones sociales 
de producción, que son fundamentalmente condiciones mstitucionales. ideotóg¡co-culturales 
e histórico-coyunturales ... Giménez. Gilberto, Poder, Estado y Discurso Perspectivas socio~ 
/ógrcas y semro/ógiros del discurso polltlro-juridico, Méxtco, UNAM, t• ed., 1 981. p. 124 

'Jb/d, p.I27 
9 /bid .• p 128. El subrayado es mio. 
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Ahora bten, con referencia al discurso del derecho, tenernos que 
su pnncipal característica es la de tener un carácter retórico­
argumentativo, así como ser indisociable del fenómeno del poder. Así 
también, Giménez distmgue entre discurso sobre el derecho y del 
derecho. El primero haría referencia a todas las ideologías teóricas 
sobre el derecho, 

el segundo llene un carácter esencialmente nonnativo y manifiesta 
propiedades prefonnativas, es decir, comporta en su misma enuncia­
ción una virtud operativa intrinseca que instaura e impone modelos 
de comportannento, produce reali<úules nuevas o modifica situaciones 
existentes. El discurso del derecho no es meramente constatativo, des­
cnptivo o valorativo, sino un discurso operativo, un discurso-acción. 10 

Por otra parte, nuestro interés, de manera no menos importante, 
es ver este proceso político paralelo que se dio a raíz de la impugna­
ción al candidato del PRD por parte de los núembros de otros parti­
dos políticos. En este sentido analizaremos la argumentación 11 que 
se daba por ambas partes (al nivel de las declaraciones en la prensa 
escrita), tanto en el caso de Andrés Manuel López Obrador (AMLO) 
y el PRD, como de los impugnadores. 

De esta manera podemos adelantar, de forma bastante esquemá­
tica, que la argumentación dada por los diversos actores será asumi­
da, para el caso de los impugnadores, como la necesidad del respeto 
por las leyes; mientras que para el caso de AMLO representará la 
defensa de los logros obtenidos durante largas luchas por democra­
tizar el país, concretamente el Distrito Federal. En runguno de los dos 
casos habrá una aceptación tácita de que lo que claramente se está 
haciendo es luchar por el poder político. Para mostrar mejor cómo 
AMLO se asunúrá como representante de la democracia es necesa­
rio hacer un breve recuento histórico de la trascendencia social y 
política que tienen la elección para Jefe de Gobierno del D. F. 

lO fbíd, p.7} 
11 •• •• .la argumentación puede defimrse provisonamente como un proceso cuasi-lógico de 

t:hquemaUzacJón o de 'representación' de la realidad, a partir de premisas ideológicas que se 
suponen comparttdas y en vtsta de una mtervención sobre un determinado público, todo ello 
desde un 'lugar' sooial e mstttuc!onal detenronado ... /bid .. p. 141 
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UN POCO DE HISTORIA 

La lucha política por el Distrito Federal es, ciertamente, algo no­
vedoso en la historia de nuestro país. Por esta razón sería importan­
te recordar que fue sólo hasta 1997 que los capitalinos tuvimos la 
oportumdad de elegir por primera vez en nuestra historia al Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal. Así, resulta necesario hacer una bre­
ve rev1s1ón h1stónca de cómo fue alcanzada esta situación. 

Desde su creación en 1824, el Gobierno del Distrito Federal es­
tuvo perrneado de luchas politicas, desde la que se refería a dónde 
debía ser el asiento de los poderes de la Federación, hasta la 
subsunc1ón política de éste al gobierno nacional. 

Fue hasta 1928 que se revocó el régimen municipal, creándose el 
Departamento del D1strito Federal (DDF) que quedaría a cargo del 
Ejecutivo Federal. De esta manera, la participación política de los 
ciudadanos del Distrito Federal quedó limitada al ámbito Federal, es 
decir, a la elección del presidente de la República y a la de los dipu­
tados y senadores del Congreso de la Unión. 

El jefe del Departamento estaba subordinado al presidente de la 
República, formando así la estructura jerárquica y vertical que siem­
pre caractenzó a la organización del DDF. En una tal estructura, los 
cmdadanos no podían verse representados por una autoridad elegi­
da por ellos, aun cuando en el ámbito Federal el DF. sí tenía repre­
sentación ante el Congreso y la Cámara de Diputados. No obstante, 
a mvellocal tal representación no existía. Así podemos afirmar que 
el D. F. no contaba con dos instancias fundamentales para la vida 
democrática de un país: un gobernador y un Congreso local. 

... el carácter no representativo del gobierno del D. F.lo condenó desde 
su ongen a ser una instancia carente de legitimidad, necesitada de 
recurnr a la construcción artificial del consenso mediante mecanismos 
alternos de sujeción poder. Éstos constituyeron los medios que per­
mitieron construir pilares efectivos de sustento político y social del 
gobierno localY 

Un pnmer cambio importante dentro del sistema político mexicano 
lo encontramos en la Refonna Política de 1977, que se dio, princi-

12 Lucia Álvarez. DISlrito Fedeml: Sociedad, Economia, Polílica y Cultura, Méx1co, 
CllCH-UNAM. (B1bhoteca de las Entidades Federativas), 1998, p 1 1 l. 
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palmente, como consecuencia de un desgaste del sistema políttco 
mexicano por su falta de democracia. 

Dicha Reforma consisttó en modificar algunos artículos constttu­
cionales, con lo cual se reconocía constitucionalmente a los partidos 
políttcos, se instauraba el principio de representación proporcional, 
que significaba reconocimiento de las minorías y se creó la Ley Fe­
deral de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales. Además, 
se reconocieron los partidos políticos como entidades de interés 
público con acceso a los medios de comumcactón. 

Una de las más importantes consecuencias de esta Reforma fue 
que hubiera un mayor desarrollo de partidos de oposición en la ca­
pital, lo cual implicaba que el partido oficial perdiera apoyo en gran­
des sectores de la población, asl como la diversificación del voto 
entre las distintas opciones electorales. 

Otro suceso no menos Importante fue el sismo de 1985. A raíz de 
la gravedad de este acontecimiento, no sólo en términos de los da­
ños materiales en la capital, sino sobre todo políticos, y como cul­
mmación de un movimiento político más extenso y amplio, se creó 
la Asamblea de Representantes del Distrito Federal (ARDF), la cual 
constaba de 40 representantes electos por el principio de mayoría 
relativa y 26 por el de representación proporcional. El decreto de 
creación de la Asamblea se promulgó en 1987, y la primera elección 
para ésta en el penodo electoral de 1988. 

De esta manera, aunque las funciones de la Asamblea no trascen­
dieron el ámbito dehberanvo, consultivo de promoción y supervisión. 
fungía como interlocutor entre las demandas de los ciudadanos y el 
gobierno. Así las cosas, la Asamblea fue el primer órgano represen­
tattvo que estaría mtegrado por miembros electos a través del voto 
umversal y secreto de la ciudadanía capitalina. 

Dada la presión ejercida por los partidos polfticos de oposición 
durante la Reforma Política del 93 se plantea un cambio importante 
en la Asamblea de Representantes del Distrito Federal: 

A partir de jubo de 1994, cuaodo se asignó al DF. la cahdad de enti­
dad federativa, se dio paso para la conversión de la ARDF en órgano 
legislativo local, y el 15 de noviembre del mismo año se constituyó 
la Primera Legislatura del DF., que aliado del jefe de gobierno del 
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DF. y del Tnbunal de Justicia fungiria como órgano del gobierno 
loca! Y 

Con este cambio la elección del jefe de gobierno del D. F. se lle­
varía a cabo por pnmera vez en la historia mediante el voto popular 
y secreto en las elecciones de 1997, en las cuales se da como hecho 
inédito el tener a un miembro de un partido distinto del PRI gober­
nando la Ciudad de México. 

Un primer momento: la impugnación y la lucha interna del PRO por 
la candidatura a jefe de gobierno del D. F. 

La candtdatura de Andrés Manuel López Obrador a la jefatura del 
D. F., no está desentendida de los problemas propios del partido, y 
de los parttdos políticos mextcanos en general, ya que desde que el 
tabasqueño fue postulado para jefe de gobierno, miembros de su 
mismo partido político impugnaron su candidatura, argumentando 
que no cumplía con los cinco años de residencia mínima que la ley 
estipula para poder aspirar a algún cargo público. Tal es el caso de 
Pablo Gómez y Demetrio Sodi, quienes presentaron su queja ante la 
Comisión Nacional de Garantías y Vigilancia (CNGV) del PRO, 
dejando un antecedente que más adelante sería usado por los miem­
bros de los otros dos partidos para impugnar su candidatura. El ar­
gumento que presentaron se basaba en que AMLO no cumplía con 
los cinco años de residencia en la ciudad de México que establece 
la ley para los candidatos a las elecciones constitucionales de12000. 

El recurso de apelación fue rechazado por dicha Comisión. Sin 
embargo, sembraba la duda entre el electorado en general, y de ma­
nera más importante, dentro de miembros del propio partido, ya que 
la candidatura correría el riesgo de ser impugnada más adelante por 
los otros partidos, lo cual pondría en entredicho la candidatura 
perredista al Gobierno del Distrito Federal, en caso de que ganara la 
elección interna López Obrador. 

Cabe resaltar la insistencta que tuvo principalmente el diputado 
Pablo Gómez, y de manera secundaria Demetrio Sodi sobre el incum-

13 Lucia Álvnrez. Drstrlto Federal. Socit>dnd ... op. cit., p. 117. 

332 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



plimiento de los requisitos de residencia que establece la Constitu­
ción en el caso de AMLO. Entrevistado después de una comida y una 
vez rechazado su recurso de apelación ante la Comisión Nacional de 
Garantías y Vigilancta, Pablo Górnez dijo "hay muere en lo que hace 
a la situación interna del partido, pero si él -López Obrador- gana 
la candidatura a la jefatura de gobierno capitalino se vuelve una ca­
tástrofe, porque no se puede demostrar lo mdernostrable". 14 

Podernos interpretar la anterior declaración de dos maneras: en 
realidad el tabasqueño no cumplía con los cinco años de residencia 
y entonces la preocupación de los otros precandidatos es legitima, 
o, su preocupación es más bien política, es decir, al ser López Obra­
dor una figura pública de renombre nacional tendría más oportuni­
dades de ganar la elección interna, peljudicando de manera directa 
tanto a Gómez corno a Sodi, ya que ellos eran quienes tenian más 
posibilidades de ganar la interna de no haber participado AMLO. 

Durante el debate entre los cinco precandidatos perredistas al GDF 
realizado en el mes de noviembre de 1999, tanto Sodi corno Górnez 
mststteron sobre la cuestión de la residencia del tabasqueño, afirman­
do que AMLO no estaba en los registros del partido en el DF., a lo 
cual éste respondió: "Aceptaré la decisión que tome la militancia y 
apoyaré a quien resulte ganador el domingo. No lucho por ser can­
didato ni por cargos públicos, sino por convicción y por la demo­
cracia en esta ciudad. "15 

La candidatura de López Obrador tendría una doble función: por 
un lado asegurar las preferencias electorales en el Distrito Federal, 
al poner un nombre bastante conocido y reconocido por su labor 
social dentro y fuera del partido; y por otra parte, con esta acción, 
se apoyaría de manera importante la candidatura de Cuauhtérnoc 
Cárdenas a la presidencia de la República. 

Finalmente, el dia de la selección interna del candidato del PRO, 
-corno era de esperarse- las preferencias electorales favorecian de 
manera importante a López Obrador al colocarlo muy por encima 
de sus otros cuatro contrincantes: Dernetrio Sodi, Pablo Górnez, Mar­
co Rascón e lfigema Martínez. 

14 Lo Jornada, 6 de novtembre de 1999 
t\ La Jornada. 11 de novternbre de 1999 
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Entrevistado después de haber votado, Pablo Gómez insistió so­
bre la ilegahdad de la candidatura del tabasqueño; sin embargo, dijo 
que no acudiría al Tnbunal electoral del IFE, ya que de hacerlo su 
registro sería "rebotado". Por su parte, tanto Marco Rascón como 
Demetrio Sod1 insistieron sobre los mismos argumentos de Gómez 
en lo referente a la residencia del tabasqueño. Ifigenia Martínez no 
abundó sobre el terna. 

Resumiendo, podemos decir que los argumentos presentados por 
los precandidatos a la candidatura del GDF por el PRD en contra de 
la candidatura de AMLO fueron los siguientes: 

• AMLO no cumplía con el requisito de cinco años de residencia 
en la Cmdad de México. 

• La preocupación principal de ellos no seria que las oportunida­
des de ganar la interna quedarían reducidas al mínimo dado el apo­
yo del "aparato burocrático" del PRD a favor de López Obrador 
y su renombre nacional por sus constantes denuncias en contra 
del FOBAPROA, su postulación a la candidatura de Tabasco en 
1 994, entre otras; su preocupación radicaría en que miembros de 
otros partidos impugnaran su candidatura ya entrados en el pro­
ceso electoral. apelando a instancias legales como el Tribunal 
Electoral del IFE, dejando al PRD con el riesgo de quedar sm 
candidato al GDF. 

Aquí cabría hacer el siguiente cuestionamiento: ¿Por qué si en 
verdad estaban tan preocupados por la ilegalidad de la postulación 
de AMLO a candidato por el GDF, ninguno de los interesados acu­
dió a instancias superiores para revisar el fallo de la Comisión Na­
cional de Garantías y Vigilancia del PRD. 

Resulta dificil deslindar las preocupaciones estrictamente jurídi­
cas de las políticas. No obstante, algo que resaltaríamos es la forma 
en que ninguno de los precandidatos habla en nombre de su propio 
mterés al Impugnar la precandidatura de AMLO, sino que siempre 
se habla del bienestar del Partido y sobre todo de la legalidad. 

Cabría preguntarse también qué papel jugó la CNGV del PRD, en 
tanto ninguno de los contendientes quedó satisfecho con su fallo. Esto 
indicaría que dicha instancia sirvió, entre otras cosas, como medio 
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de legitimaciÓn jurídica y política no tanto para los contendientes, 
smo de manera pnmordial, para los ojos de la opinión pública, dado 
el antecedente de fraude electoral que viVIÓ el PRD en su proceso 
de selección mterno para la dirígencia nacional del partido el 14 de 
marzo del mismo año. 

AMLO como candidato del PRO por el Gobierno del Distrito 
Federal (GDF) 

Como se preveía, López Obrador ganó las elecciOnes mtemas del 
PRD por un ampho margen, lo cual lo convertfa en un candidato 
"legitimo", o tal vez sería más correcto decir, "legitimado", en tér­
mmos de ser elegido "democráticamente" por las bases del partido. 

Un pnmer dato Importante es que, tiempo después de que AMLO 
fuera electo, el candidato oficial del PRD para el GDF, José Luis 
Luege Tamargo, dirigente del PAN capitalino, aseguró que su parti­
do no Impugnaría la candidatura del tabasqueño. ya que determinar 
si los registrados de cada partido cumplen o no con los requisitos 
legales dependería del Instituto Electoral del D.F., así como del Tri­
bunal Electoral local. 

Por su parte, Manuel Aguilera, líder del PRI, afirmó que su parti­
do no impugnaría la candidatura de AMLO mientras el Instituto 
Federal del D.F. no re.\Olviera su registro. Además, dijo que su par­
tido "no tiene mterés de mi ciar una acción persecutoria en contra del 
perredista, sino simplemente de exigir el cumplimiento de la ley. " 16 

Ya como candidato electo del PRD a la jefatura de gobierno, la 
labor de López Obrador consistió en ir sumando más personas a su 
campaña, mediante alianzas como las realizadas con el Partido del 
Trabajo (PT), Partido de la Alianza Social (P AS), Partido de la So­
ciedad Nacionalista (PSN) y Convergencia Democrática. 

Algunos días después de firmada la alianza con tantos partidos, 
el candidato a Jefe de Gobierno por el Parttdo del Centro Democrá­
tico (PCD). Marcelo Ebrad, declinaba su candidatirra a favor del 
tabasqueño. Todas estas acciones, además del inmenso apoyo explí-

lt> Lo Jornada. 17 de noviembre de 1999. 
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cito e implíctto recibido por parte de la Jefa de gobierno, Rosario 
Robles, le valieron el repunte en las encuestas sobre las preferencias 
electorales a Andrés Manuel López Obrador, quien aseguraba que 
los resultados de la encuesta más reciente elaborada por el PRD lo 
ubicaban con un 30 % de las preferencias electorales, 5 ó 6 puntos 
arriba del PRI y del PAN .'7 

Después de una larga sesión, el Consejo General del Instituto Elec­
toral del D. F. aprobó con cuatro votos a favor y tres en contra el re­
gistro de AMLO como candidato común de la Alianza por la Ciu­
dad de México al gob1erno capitalino. Aquí se presenta una 
controversia interpretativa que más adelante se repetirá: los que vo­
taron a favor opinaban que el IEDF no era la instancia adecuada para 
presentar ningún tipo de impugnación; en todo caso estaba el Tribu­
nal Electoral. Por su parte, quienes votaron en contra consideraron 
insuficientes los documentos para acreditar la residencia minima de 
cmco ailos, requisito para ser aspirante al GDF. 

En este punto resulta interesante analizar por qué se da esta con­
troversia, y es que, como explicamos anteriormente, es bastante 
novedosa y reciente la elección de autoridades por parte de los ciu­
dadanos del Distrito Federal. Una característica exclusiva del DF. es 
que no cuenta con una Constitución propia, a diferencia de los de­
más estados de la República. Cuenta con un Estatuto de Gobierno 
emittdo por el Congreso de la Unión. 

Esta peculiaridad del Distrito Federal necesariamente incide en la 
actuación del Tribunal Electoral local, el cual, a diferencia de sus 
homólogos estatales, no cuenta con un cuerpo constitucional local que 
pueda acudir en la emisión de sus fallos, sino que en muchas ocasio­
nes tiene que tornar en cuenta como referencia las disposiciones de la 
Constitución Federal relacionadas con esta entidad federativa. 18 

Por esta razón existe un fuerte debate sobre si el Tribunal tiene 
facultades para interpretar la Constitución Federal o no. 

17 La Jornado.i1 de marzo de 2000 
IM Rodolfo Terrazas Salgado, "La mterpretación constituctonal efectuada por el Tnbunal 

Electoral del D1stnto Federal en los casos relevantes del proceso electoral del atlo 2000"', en 
Hemández. Maria del Pilar (coord.), Temas electorales. Méxtco, Tribunal Electoral del Dis~ 
tnto federal. 2001 
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Una vez aprobado el registro de López Obrador como candidato 
común de la Alianza por la ciudad de México por el Instituto Elec­
toral (lE) del D.F., dirigentes del PRI y el PAN advirtieron que Im­
pugnarian dtcha candidatura. utilizando el mismo argumento presen­
tado algunos meses atrás por Pablo Gómez y Demetrio Sodi: que no 
cumplía con la residencia mínima de cinco aíl.os. Algunos militan­
tes del PRI presentaron pruebas "fabricadas" -según López Obrador­
como fue el caso de una constancia de residencia extendida el 13 de 
agosto de 1996 por el ayuntamiento del Centro de Tabasco para sus­
tentar la impugnación a la candidatura de López Obrador. 

La controversia gtró en tomo a los térmmos legales de domicilio 
y residencia. Para comprender mejor las dudas sobre la residencia 
del inculpado seria importante revisar a grandes rasgos las diversas 
actividades que López Obrador ha tenido que pudieran poner en 
entredicho su candidatura. 

La controversia jurldica y las pruebas 

Una de las prmcipales pruebas a favor del tabasqueño es que su 
lugar de residencia está ubicado en la ciudad de México mediante 
un crédito del FOVISSTE ubicado en Copilco # 300, edificio 16, 
departamento 1 O 1, donde VIVe actualmente, comprobado por algu­
nos rectbos de agua y las declaraciOnes de dos vecinos con respecto 
a su residencia de 1 O años. Dicho departamento fue adquirido en 
1985. 

Para el aíl.o de 1988, AMLO se inscnbió en el Registro Nacional 
de Electores y ejerció su voto en la elección federal del mismo año 
en la casilla habitacional en donde actualmente vive. Asi1111smo ese 
año es postulado a la candidatura por la gobematura de Tabasco por 
el FDN. 

Durante los siguientes tres aíl.os, después de haber perdido las elec­
ciOnes en su estado, fue el presidente de su partido en dicha entidad. 
En 1994, se postuló nuevamente como candidato por el PRO a la 
gobematura de Tabasco: en esta ocasión también pierde. 

El 24 de abnl de 1995, Andrés Manuel López Obrador encabeza 
el segundo "éxodo por la democracia", y a partir de entonces comien-
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za a manifestarse públicamente por ocuparse en actividades politt­
cas a mvel nactonal. En ese mtsmo afio es propuesto para contender 
por la dmgencia nactonal del PRO. 

En febrero de 1996, encabezó el movimiento de campesinos y 
pescadores afectados por Pemex y en contra de la privatización de 
la Industria Petroquímica Nacional. En ese mismo afio es electo pre­
stdente nactonal de su partido. Finalmente, en 1999, el tabasquefio 
es postulado como precandidato al gobierno del Distrito Federal. 

Otra de las pruebas a favor de AMLO fue que la Procuraduría 
General de la República, orgamsmo federal, notificó al implicado 
sobre la denuncia que éste había hecho en contra del ex gobernador 
de Tabasco por su excesivo gasto de campaña, en la dirección de 
Monterrey 50, coloma Roma, en el Distrito Federal. 

Ahora bten, como se puede observar después de Jos anteriores 
datos, las actividades de Andrés Manuel López Obrador se realiza­
ron de manera importante fuera de la ciudad de México. Este será el 
argumento principal por el cual tanto miembros de su propio parti­
do, como de otros, Impugnarán su candidatura por no cumplir el re­
qutstto de cinco aflos de residencia mínima para poder aspirar a di­
cho cargo de elecctón popular. 

La controversia jurldica para el caso de AMLO reside prectsamen­
te en los térrrunos de residencia y domicilio. El artículo 32 del Có­
digo Civil del D. F. dispone que "Cuando una persona tenga dos 
o más domicilios se le considerará domiciliada en el lugar en el que 
simplemente resida, y st viviere en varios, en aquel en el que se en­
contrare." 

Por otra parte, el artículo 29 del Código Civil del D. F. define 
como domictho "el lugar donde residen (las personas físicas) habi­
tualmente". En el caso de AMLO una de las pruebas que se da de 
que no cumple con la residencta de cmco años es un pasaporte en el 
cual se muestra un domicilio ubicado en Tabasco. 

LA MANIOBRA POLÍTICA 

Otro proceso paralelo no menos importante a nivel de la vida 
políttca del país, concretamente de la capital. sería la acusactón en 
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contra del ex regente capitalino Óscar Espinosa Villareal, hecha por la 
Procuraduria General de Justicia del D. F., en la cual se le acusaba de 
peculado durante su admmlstraclón. Este proceso empezó también en 
abnl, por las mismas fechas en que se Impugnaba la candidatura de 
AMLO, razón por la cual era comentado en la prensa que este último 
acto sería un tipo de venganza orquestado por la Secretaría de Gober­
nación, por las acusacmnes en contra del ex regente capitalino. 

Incluso llegó a decirse que la impugnación a la candidatura de 
AMLO era "una ofensiva ordenada por el doctor Zedillo contra el 
PRO por la denuncia del antiguo regente, compañero y aliado del 
Pres1dente, Óscar Espinosa Villareal"19 para desestabilizar el gobierno. 

Ante el escenario, aparentemente adverso, que se le presentaba al 
tabasqueño, dingentes del PRO capitalino anunc1aron movilizaciones 
a favor de AMLO, y pidieron al presidente Zedillo que "sacara las 
manos del proceso electoral".20 Además, en lo que algunos califica­
ron como una maniobra populista, advirtió que someterla su candi­
datura a un plebiscito, comprometiéndose a renunciar si los resulta­
dos no le favorecían; asimismo convocaba a una movilización 
ciudadana para el cinco de mayo, unos días antes de que el Tribunal 
Electoral dictara su fallo final. 

El resultado de la impugnación realizada por dirigentes del PRI y 
el PAN a la candidatura de López Obrador, tuvo un efecto "adver­
so": las encuestas sobre preferencia electorales lo ubicaban ya muy 
por encima de sus contrincantes: hablan hecho del tabasqueílo, ante 
los ojos de la sociedad, una "victima" del sistema, logrando obtener 
con esto la s1mpatía y el apoyo de muchas personas, sobre todo des­
pués de efectuado el plebiscito y de la movilización a favor de su 
candidatura a Jefe de Gob1erno. 

El mismo Vicente Fox solicitó al PAN se "retirara de la preten­
sión de anular la candidatura de López Obrador".21 Por su parte el 
candidato del PAN al GDF, Santiago Cree!, también reconocía que 
la impugnaCión había resultado contraproducente en la medida en que 
se habla creado en tomo al tabasqueño "una burbuja de sobredifusión 
de la imagen de ese candidato por sobre el resto de los aspirantes. "22 

19 La Jornada. 14 de mayo de 2000 
l 0 LaJornada,l5deabnlde1999. 
21 La Jornada. 18 de abril de 1999 
2t La Jornada 28 de abnl de 1999 
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S m duda, el PRD logró capitalizar políticamente la impugnación 
a la candidatura de AMLO, ya que. en gran parte, gracias a la difu­
sión en los medtos masivos de comunicación que tuvo este hecho, 
lograron dividir la lucha política en términos de buenos y malos, de 
democracia contra autoritarismo, etc. 

Durante el discurso que pronunció en el mitm masivo realizado 
en el Zócalo capitalino AMLO dijo: " .. .los hombres del régimen nos 
quieren ganar a la mala quitándonos la candidatura con pretextos le­
galoides (sic). Saben que la gente ha hecho suya nuestra propuesta 
de hacer de esta ciudad la capital de la democracia y la justicia, de 
la alegría y la esperanza."23 En este sentido, y siguiendo su discur­
so, apoyar a López Obrador seria apoyar a la democracia. Aqul la 
legalidad o ilegalidad de su candtdatura pasa a un segundo término 
(califica de "legaloides" los mtsmos argumentos dados meses antes 
por sus propios compañeros de partido para impugnar su candidatu­
ra), y ahora el dtscurso se traduce como estar a favor o en contra del 
largo proceso democrattzador por el que ha atravesado la capital, ya 
que las acc10nes de los partidos opositores estarían en contra de la 
consolidactón de un proyecto democrático que comenzó, por dectr 
una fecha, en 1988, del cual, una de sus culminaciones fue el triun­
fo del PRD en la capital en 1997. 

Con estas acciones, tal como el mismo Andrés Manuel López 
Obrador lo dijera, se protegía contra la "embestida" que se "habla 
fraguado en su contra", y a pesar de que los dirigentes perredistas y 
de la Alianza por la Ciudad de México lo negaran, intentaba hacer 
presión sobre el fallo del Tribunal Electoral para que se votara a favor 
de su candidato. 

La convocatona al plebiscito fue hecho con el fin de apelar a la 
"participación ciudadana", y buscó juntar "elementos" que le dieran 
ese carácter. Para esto se formó un Consejo ctudadano para organi­
zar y observar el proceso, entre los cuales destacan Jos nombres de 
Pablo González Casanova, Germán Dehesa, Néstor de Buen, Elena 
Poniatowska, entre otros. De esta manera hacian válida esta figura 
que, aunque está contemplada en la Ley de Participación Ciudadana 
del D. F., prácticamente no se usa; sin embargo, le daban un uso 

21 La Jomadn. S de mayo de 1m 
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totalmente político, como el propto dirigente del PRD capitalino, 
Carlos lmaz reconoctera, al aclarar que se hacía uso de esa figura no 
en térmmos de lo que establece la Ley de Participación Ciudadana, 
smo más bten como "una respuesta politica ante una acctón de la 
oposictón. "24 

En palabras del propio López Obrador la llamada "Consulta por 
la Legalidad y la Democracia" serviría para protegerse contra el fa­
llo del Tribunal, "por eso hemos convocado a esta consulta, porque 
si no iba a quedar en un estado de indefensión, y más cuando sabe­
mos que en nuestro país el Ejecutivo ejerce mucha presión sobre los 
otros dos poderes y los órganos electorales."25 Ciertamente hubo una 
respuesta positiva de la gente. Después de todo, aquella sería ape­
nas la següiJda ocasión en que los capitalinos elegirían al jefe de 
gobtemo, y la primera en la que elegtrían jefes delegacionales. Las 
movthzactones ciudadanas resultan más comprensibles si recordamos 
la fuerte tradictón política de tzquierda que, según Teresa Incháuste­
gui.26 extste en el D. F., y el hecho de que en cierta forma se podía 
estar atentando contra el derecho de los ciudadanos de elegtr a sus 
autoridades, al impedir la participación en la contienda polltica por 
la capital, del representante del partido que gobernaba en esos mo­
mentos la ciudad. 

En el caso del PRO lo anterior no fue menos importante, ya que 
el D.F. es un punto de poder importante en el país y resultaba impe­
rativo mantener posesión del mismo si quería segutr siendo una fuer­
za política representativa en el país. 

El fallo del Tribunal Electoral 

En conclusión, después de una larga sesión, el22 de mayo de 2000 
el TE falló a favor del tabasqueño, tres votos contra dos. A favor lo 
htcieron Raciel Garrido, Juan Martínez Veloz y Hermilio Herrejón. 

14 La Jorruulo. 19 de abnl de 2000 
2~ La Jornada, 14 de mayo de 2000. 
!b Teresa Incháustegut, .. Dtstnto Federal .. en la Repúbltcn Mextcana· Modenuzacion v 

!Jemocracta de Aguascalientes a Zacatecas, Pablo González Casanova y Jorge Cadena 
(coords ), UNAM-C'IICH, DEMOS y la Jornada Edictones, 1994, p 310. 
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En contra votaron Mario Bennúdez y Rodolfo Terrazas Delgado. En 
el caso de Bermúdez se esperaba que votara en contra, ya que éste 
fue fiscal espectal para asuntos electorales durante la gestión del 
panista Lozano Gracia al frente de la PGR. 

La dectstón tan dividida de los magistrados pone en cuestión la 
supuesta "neutralidad" de los JUeces a la hora de dictar un fallo, así 
como que la ley no es interpretable, tdeas que son muy conocidas 
entre los que Imparten la ley. St lo anterior fuera cierto, cabria pre­
guntarse cómo es que una decisión aparentemente basada de ma­
nera exclusiva, es decir, "apegándose" a lo que dice la ley, puede te­
ner un fallo contradictorio y controversia!, ya que la dectstón final 
no resultó unánime en ningún sentido, más bien fue mayoritana: tres 
votos contra dos. Lo cual apuntarla a mostrar el carácter político de 
una deCisión judtctal al mterpretar un texto jurídico. 27 

Finalmente, la interpretación de Raciel Garrido, mag¡strado pre­
sidente del TEDF, sobre la controversia del término de residencia 
efectiva e inmterrumpida fue que ésta 

... significa que la sede permanente de la persona real, es decrr, que viva 
ahí de manera estable o habitual, y que ello sea constatable; de modo 
que, tal calificativo extge necesariamente una relación de proximidad 
fisica y estable entre la persona y el lugar, lo que no implica que la 
persona tenga que estar arrazgada en el lugar en el que reside, pues 
de suponerse que así fuera, se llegarla al extremo de negarle registro 
como candidato al ciudadano por el solo hecho de haberse traslada­
do a otra ciudad con el úmco fin de atender un asunto urgente, de 
recibir atención médtca, de comparecer ante un juicio o de cumplir 
con sus obhgacwnes en el lugar donde baya sido requerido." 

27 "A este conJunto de fenómenos que mtervienen en la creación de la incerteza. al 
momento de la mterpretac16n,los llamaremos campo de experiencJa judidona y engloba, entre 
otros. los SigUientes la VIvencia subjetiva que t1enen Jos jueces de ser jueces, las lealtades 
m temas y externas que desarrollan en su carácter de jueces, sus valores, que van de la mano 
con la fonnac1ón profesiOnal que adqmneron y de la idea misma que tienen del derecho y la 
JUStlctn Todo este conJunto de factores, se reflejan en las dec1siones judic1ales y en las sen~ 
tenc1as ··A C'uéllar, op. c11, p. 26. 

28 TEDF2EL 007/2001 Res1denc1a efectiva e mterrump1da Qué debe entenderse para los 
efectos del articulo 122, apartado C, base segunda, fracción l, de la Constitución Polftica de 
Los Estados Unidos Mexicanos y 53, fracc16n 11, del Estatuto de Gobtemo del Dlstnto Fede-
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Como ya se ha dicho anteriormente, ninguna decisión está desen­
tendida del contexto soCial, histórico, político, cultural, etc., de la so­
ciedad en que se resuelve. Que exista una diferenciación de los sis­
temas político y JUrídico en términos operacionales, 29 no implica que 
sean mdepend1entes uno del otro, mucho menos para una sociedad 
como la nuestra en la que es prácticamente novedoso el discurso de 
la democracia y el de la legalidad.3o 

Es de llamar la atención que después del impresionante repunte 
que AMLO tuvo en las encuestas sobre preferencias electorales, en 
las cuales este último aventajaba al rival más cercano, es decir a 
Santiago Cree! por sus casi vemte puntos porcentuales, la directiva 
panista encabezada por Luis Felipe Bravo Mena, Cree! Miranda y 
el mismo Vicente Fox, decidieron no apelar el fallo en una instan­
cia federal. o sea al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe­
deración. Aunque se decía que quien quería segurr discutiendo el caso 
era el grupo encabezado por Diego Femández de Cevallos, con el 
cual son públicamente conocidas las diferencias que mantiene con 
Andrés Manuel López Obrador. 

Después del fallo del TE no hubo más apelaciones y se consideró 
como un caso cerrado. 

CONCLUSIONES 

Como hemos dicho más de una vez a lo largo del presente ensa­
yo, no es nuestra posición la de opinar sobre la justeza o no, ni de la 
correcta o mcorrecta resolución de los distintos Tnbunales a los 
cuales fue llevada la Impugnación de la candidatura de AMLO por 
el GDF. 

ral Ponente Magtstrado Raciel Gamdo Maldonado (TEDF-REA-009/2000), tomado de 
Memo na 2000 Suplemento, Méxtco, Tribunal Electoral del Distnto Federal, Octubre de 2001 

29 Desde luego esta tennmologfa es referente a la teorfa de ststemas de Ntklas Luhmann 
V case Stslemal 5ocmln Ltneam1ento para una teorla general. Barcelon04 Anthropos, 1998, 
y N1klas Luhmann, Raffaele de Georgt, Teorla de la sociedad, Guadalajam, Umversulad Ibe­
roamericana, 1993, especialmente los capitulos l y 4. 

10 Para una dtscustón más ampha ver Arturo Chltvez. Hacia la hegemonía del discurso 
democrático en Mé.nco El caso de los partidos politicos PAN. PRD y PRI. /989-199S. Méxi­
co, Instituto de lnve.ttgac1ones Dr José Marla Luts Mora (fesis de maestrfa). 1996. p. 187. 
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Ciertamente, el hecho de que cada vez haya un mayor número de 
mstituciones "soportando" la democracia, o para decirlo en los tér­
minos aquí planteados, legitimando tal rég~men polftico, es un indi­
cador importante de que se está llegando a una consolidación de éste 
en la realidad cotidiana de las personas, así como en sus prácticas. 

La existencia de una institución como el Tribunal Electoral del 
D1strito Federal apuntarla asimismo en esta d1rección: la creación de 
subuniversos simbólicos que empiezan a generar un tipo de conoci­
miento especializado, expertos "oficiales" portadores de ese nuevo 
conocimiento. O también, para decirlo en otros términos, apuntarla 
a una clara diferenciación al interior del propio sistema juridico 
mexicano. Lo antenor implica, entre otras cosas, que las relaciones 
entre política y derecho, si bien siguen existiendo, ya no es posible 
sostener que mantengan una relación unidireccional, o más bien, de 
total inJerencia de la primera sobre la segllflda. No se puede achacar 
de manera "causal" las decis10nes judiciales a detenrunados movi­
mientos políticos o decisiones tomadas fuera del ámbito de lo juri­
dico, lo cual, sin embargo, no significa que estas relaciones hayan 
cesado por completo o que algllfla vez adqmera una total indepen­
dencia un sistema del otro. 

Ciertamente, las deciSiones judiciales están "rodeadas" por un 
determinado contexto histórico, político, social, etc., que incluye asi­
mismo los valores de las personas involucradas en tal toma de de­
cisiones. No obstante, la serie de decisiOnes en cuanto a reformas 
legales con su consiguiente implementación de medidas (como la 
creación del propio Tribunal Electoral), no responden a la "buena 
voluntad" de un individuo {por ejemplo, Zedillo el "gran promotor" 
de la democracia porque "permitió" la "alternancia" en el poder), 
smo más bien a las necesidades propias de un sistema polftico 11a­
mado "democrático" que ante todo, busca constantemente de la apro­
bación ciudadana, y necesita por lo tanto, de mecanismos de legiti­
mación. Entre más autonomía logren obtener estos nuevos 
subuniversos simbólicos. entre más diferenciadas y más claras sean 
las formas de operar al intenor de los mismos, las decisiones judi­
ciales se protegen un poco más de la arbitrariedad de las decisiones 
individuales, insistimos, sin 11egar a desembarazarse de esta cuestión. 

344 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



La precandidatura y la candidatura de AMLO al GDF, como la 
de cualquier otro participante en la contienda politica electoral, es­
tuvo marcada por la necesidad de lograr legitimidad: al interior del 
partido con las elecciOnes internas se creó una CNGV, de la cual fi­
nalmente todos los demás contendientes, salvo quiZás por Ifigenia 
Martínez, estuvieron inconformes con el fallo. En aquellos momen­
tos se habló de la legalidad de la candidatura del tabasqueño, y era 
cuestiOnada. 

En el segundo momento, como era de esperarse, los miembros de 
otros partidos retoman el mismo argumento esgrimido por los com­
paileros de AMLO para impugnar su candidatura, y de súbito, esta 
acción aparece ante los ojos de los perredistas como un "complot", 
una "embestida", una "conspiración del régimen", y no como un 
derecho legítimo de los otros contendientes de impugnar una candi­
datura que pudiera ser ilegal. Desde luego, el factor de que se está 
luchando por el poder cambia radicalmente el escenano. De esta 
manera, la estrategia del PRD fue muy bien llevada en la medida en 
que lentamente se fue desplazando el discurso jurídico, al discurso 
sobre la legitimidad de la candidatura de AMLO. 

Dada la tradición política de este país, era de esperarse que el 
tabasqueño buscara "ampararse" políticamente contra una acción, sí, 
realizada con fines políticos, pero desde el ámbito de lo judicial. 
Hasta qué punto influyeron las movilizaciones organizadas por el 
PRD a favor de AMLO (el plebiscito y la marcha), así como toda la 
atención que se le prestó en los medios de comunicación, es algo que 
no podríamos responder. Lo que sí podemos decir es que ambas SI­

tuaciones apelaron defimtivamente a términos que implican una carga 
valoratlva fuerte en el imaginario colectivo, y que forman parte ya 
del lenguaje común de los ciudadanos, tales como participación ciu­
dadana. plebiscito. autoritarismo, democracia, etc., y aunque algu­
nas de las situaciones que promovió, como el caso del plebiscito, 
tiene muy poco que ver con lo establecido por la ley,lo cierto es que, 
dentro del discurso político, en tanto performativo y retórico, pro­
duce acciones en el ámbito de la práctica social. Habría que pensar 
qué es la famosa "participación ciudadana" y si efectivamente, las 
manifestaciones en apoyo a AMLO pueden llamarse así. La respuesta 
a este plantearmento queda más allá de los fines de este breve ensayo. 
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Por último, lo que más resulta cuesttonable de los procesos de 
elección mterna de los partidos es la cantidad de dmero que se in­
VIerte para poder llevarlos a cabo. En la mayoria de los casos, smo 
es que en todos, dentro de tales procesos siempre hay un "candidato 
oficial"; por el cual nos referimos a aquel que tiene el gran apoyo 
"institucional", o sea, la "cargada" de su lado, el respaldo económi­
co. En la mayoria de los casos los procesos internos sólo sirven para 
"adornar" su triunfo. Lo que queremos decir, en pocas palabras es 
que, si finalmente en tales procesos electorales siempre gana quien 
"tiene" que ganar, es decir, que cuenta con más apoyo, más recur­
sos económicos, humanos, etc, se podria ahorrar una cantidad conside­
rable de dinero y de esfuerzos si se evitaran este tipo de eventos, los 
cuales, en más de una ocasión, además de todo, terminan con la acu­
sación de fraude por parte de los no elegidos, situaciones que no sólo 
promueven un mayor gasto de recursos, sino que desgastan a los 
propios partidos al fragmentarlos interiormente y al propio sistema 
de partidos. Quizás, so pretexto de la democracia, los partidos polí­
ticos apelen a este tipo de elecciones para "lavarse las manos" y no 
asumir la responsabilidad de llegar a arreglos entre las distmtas fac­
ciones internas. Con lo dicho no queremos caer en la lógica de "si 
no sirve entonces para qué hacerlo"; sencillamente creemos que no 
hay la suficiente madurez al interior de los partidos para sobrellevar 
este tipo de elecciones. Si la argumentación para realizar estas elec­
ciones internas es que así son más democráticas, resulta que tales 
contiendas Siempre son desiguales y, finalmente, parece que sólo 
buscan encontrar mayor legittmidad del candidato que resulta gana­
dor. El énfasis excesivo que se da a los procesos electorales dentro 
de una democracia no puede dejar de ser importante, dada la histo­
ria de fraudes que existen en el país; no obstante, es importante de­
tenerse a pensar sobre el beneficio real que tales elecciones (inter­
nas, desde luego) pueden aportar para una vida más democrática en 
el país, ya que. recientemente, se han empezado a generalizar estas 
prácticas. Habria que pensar en otros mecanismos para no gastar tanto 
dmero que, en muchas ocasiones, sólo sirve para "maquillar" las 
vieJas prácticas electorales: el "acarreo", el "apoyo mstitucional", el 
"robo de urnas, los "mapaches", etc. 

346 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



BIBLIOGRAFÍA 

Álvarez, Lucia, (coord.), Participación y Democracia en la Ciudad 
de México, México, CIICHIUNAM-La Jornada, 1997, p. 308. 

____ ,Distrito Federal: Sociedad, Economía, Política y Cultu­
ra, México, CIICH- UNAM, (Biblioteca de las entidades 
Federativas), 1998. 

Berger, Peter, Luckmann Thomas, La construcción social de la rea­
lidad, Argentina, Amorrortu editores, 200 l. 

Bobbio, Norberto, El futuro de la democracia, Barcelona, Plaza & 
Janés, (Obras maestras del pensanuento contemporáneo), 1985. 

-=----:;' Estado, gobierno y sociedad, México, FCE, 1998. 
Correas, Óscar, Introducción a la sociología jurídica, Méx1co, 

Fontamara, 1999. 
Cuéllar, Angélica, La justicia sometida Análisis socwlógico de una 

sentencia, Méx1co, FCPyS y Miguel Ángel Porrúa, 2000. 
Chávez, Arturo, Hacia la hegemonía del discurso democrático en 

México. El caso de los partidos políticos PAN, PRD y PRI. 1989-
1995, Méx1co, Instituto de Investigaciones Dr. José Maria Luis 
Mora (fes1s de maestría), 1996. 

G1ménez, Gilberto, Poder, Estado y Discurso Perspectivas socioló­
gicas y semiológicas del discurso político-jurídico, 1 • edic., Méxi­
co, UNAM, 1981. 

Incháustegui, Teresa, "Distrito Federal", en La República Mexica­
na: Modernización y Democracia de Aguascalientes a Zacatecas, 
Pablo González Casanova y Jorge Cadena, (coords.), UNAM­
CIICH, DEMOS y La Jornada Ediciones, 1994, p. 310. 

347 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



Luhmann, Niklas, Sistemas Sociales Lineamiento para una teoría 
general, Barcelona, Anthropos, 1998. 

-..,...---- y De Georgi. Raffaelle, Teoría de la sociedad, 
Guadalajara, Universidad Iberoamericana, 1993. 

Memoria 2000, Tribunal Federal Electoral del Distrito Federal, 
Méxtco 200 l. 

Memoria 2000 Suplemento, Tribunal Federal Electoral del Dtstnto 
Federal, México, Octubre 200 l. 

Terrazas, Salgado, Rodolfo, "La interpretación constitucional efec­
tuada por el Tribunal Electoral del Distrito Federal en los casos 
relevantes del proceso electoral del afto 2000", en Hemández, 
María del Pilar (coord.) Temas electorales, México, Tribunal elec­
toral del Distrito Federal, 2001. 

348 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx




